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La ciudad para todos: el futuro
de los asentamientos humanos
en América Latina y El Caribe
Marlene Fernández *

La Comisión Latinoamericana y del Caribe sobre
los Asentamientos Humanos, creada en 1996 por
iniciativa del Banco Interamericano de Desarrollo
(BID) y del Programa de las Naciones Unidas para
el Desarrollo (PNUDj, tuvo como misión preparar
el informe "La ciudad para todos", con el fin de
presentar una Visión de la sociedad cívíl de la re­
gión sobre la ciudad y la gestión urbana a los par­
ticipantes de la Segunda Conferencia de las Nacio­
nes Unidas sobre los Asentamientos Humanos ­
Hábitat Il, realizada en Estambul, Turquía, en ju­
nio de 1996.

Los miembros de la Comisión fueron seleccionados
tomando en consideración no sólo su representa­
tiVidad geográfica en la región, sino también en los
importantes segmentos de la sociedad civil, en par­
ticular del sector privado, las organizaciones no
gubernamentales y los gobiernos locales.

Arquitecta y urbanista. es asesora internacional del
Instituto Brasileño de Administración Municipal-IBAM en Río
de Janeiro.

Los Comisionados fueron: Jaime Lerner, Brasil
(Presidente de la Comisión); Hernando de Soto,
Perú; Gloria Kníght, Jamaica; Mirna Lievano de
Marques, El Salvador; Enrique Ortíz, México; En­
rique Peñalosa, Colombia; Eugenio Velasco Mo­
rande, Chile.

Los Comisionados, personas activas en el quehacer
urbano, además de las reuniones que hicieron,
realizaron consultas con instituciones, autoridades
y expertos en sus países y en la región, recogiendo
importantes comentarios y contribuciones para su
labor.

El texto que sigue es un resumen del informe de
la Comisión, preparado para esta publicación por
Marlene Fernández, coordinadora técnica de los
trabajos de la Comisión la cual contó además con
la colaboración de Mario Calderón y la superVisión
de Juan Manuel Salazar (PNUD) y Robert D.
Daughters(BID).
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Introducción

En las últimas cuatro décadas la Región de Amé­
rica Latina y el Caribe se ha transformado profun­
damente, pasando de una comunidad con rasgos
predominantemente rurales, a una de geografía y
personalidad enfáticamente urbanas. Hoy en día,
nuestra región se caracteriza por su alto y conso­
lidado nivel de urbanización, destacándose como
la región más urbanizada del mundo en desarrollo.

Veinte años después de la Conferencia de Van­
couver, el panorama urbano de la Región sigue di­
ficil, pero menos oscuro y alarmante de las previ­
siones de aquella época. Por un lado, las tenden­
cias demográficas han mejorado sustancialmente,
gracias en gran medida al propio proceso de urba­
nización. Se modificaron los patrones reproduc­
tivos de la sociedad, el incremento demográfico de
la población -urbana y rural- disminuyó fuerte­
mente, lo que se tradujo en una reducción igual­
mente marcada en las tasas de crecimiento urba-
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no. Paralelamente, la tendencia de concentración
del crecimiento urbano en algunas grandes ciu­
dades también comenzó a revertirse, propiciando
el crecimiento de las ciudades pequeñas y media­
nas, en contrapunto al crecimiento metropolitano,
con mejores condiciones para el desarrollo urbano
sostenible.

Por otro lado, los avances fundamentales en el
marco económico y político de la Región han pro­
ducido importantes mejoras en la productividad
económica de nuestras ciudades así como en su
institucionalidad y capacidad de gestión. El desa­
rrollo económico de la Región durante las eeltímas
décadas ha estado más asociado que nunca a sus
procesos de urbanización. En el contexto actual de
gIobalización económica, las ciudades desempeñan
un papel determinante en el intercambio de infor­
mación, bienes y servicios con la economía inter­
nacional. Al mismo tiempo, el gran aumento de la
población urbana ha terminado contribuyendo más
de lo anticipado a la dinamización de las econo­
mías urbanas, incrementando el número de consu­
midores y productores.

En el plano político y de gobierno, la mayoría de
los países latinoamericanos y del Caribe han ini­
ciado reformas estructurales profundas en el cam­
po de la democratización y la descentralización del
Estado, dando como consecuencia un claro forta­
lecimiento de los gobiernos locales y de la sociedad
civil en la actividad del sector público urbano. A
esto se suma la transformación, igualmente pro­
funda. del papel del Estado. A raiz de estas refor­
mas se ha producido una multiplicación de actores
en el escenario administrativo urbano. Hoy en día
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los gobiernos locales progresivamente se trans­
forman en los principales agentes promotores del
desarrollo económico y social de las ciudades, en
alianza con el sector privado empresarial o con las
organizaciones comunitarias.

Esto, a su vez, ha estimulado un florecimiento de
iniciativas, transformando la Región en un labo­
ratorio de experiencias útiles y repetibles de ges­
tión y planificación urbana y ambiental.

Esta transformación estructural ha dado como re­
sultado el surgimiento de sociedades urbanas, di­
ferenciadas y complejas, con demandas sociales y
de consumo cualitativamente distintas, haciendo
de América Latina y el Caribe uno de los mercados
emergentes con más alto ritmo de crecimiento en
el mundo.

Pese a las señales positivas, la coyuntura actual
de nuestras ciudades sigue presentando graves
problemas y desafíos. Su crecimiento, aunque re­
ducido en comparación con las últimas tres déca­
das, aún persiste a ritmos incompatibles con la
capacidad social, económica e institucional que
existe en la mayoría de las localidades. Esta si­
tuación continua provocando la degradación am­
biental y social de nuestros asentamientos huma­
nos y un deterioro gradual de la calidad de la vida,
particularmente en las grandes ciudades.

Al centro de la problemática urbana actual está la
pobreza urbana, como la expresión más visible de
una urbanización excluyente, sin planificación ni
desarrollo. La expresión más crítica de la pobreza
urbana está en los índices de privación de servicios

CIUD~DI 33
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esenciales para la mayoría de la población pobre.
La debilidad de las instituciones y de las políticas
urbanas, aliada a la inexistencia de un estatuto
claro sobre el régimen de tenencia de las tierras
urbanas y de un sistema legal y financiero no dis­
criminatorio. impidieron el acceso de los pobres a
las tierras urbanas y a la Vivienda, estimulando la
multiplicación de los asentamientos ilegales y de
las urbanizaciones espontáneas.

No obstante, durante las oeltímas décadas, y pese
a su incapacidad económica aparente, los pobres
han podido generar excedentes económicos que se
expresan en el activo inmobiliario de sus viviendas
yen una parte de su infraestructura, fruto de su
capacidad inagotable para producir su hábitat.
Para responder a las demandas de la gran mayoría
de la población, sin acceso al mercado de viviendas
y no asistida por el Estado, se ha creado en cada
ciudad, al margen del marco jurídico y regulatorío,
un gran mercado de tierras, materiales y servicios,
incluso de crédito.

Esa producción social del hábitat ha generado, y
sigue generando, un patrimonio inmobiliario muy
importante. El valor estimado de las inversiones en
viviendas informales sin titulación o registro en
América Latina y el Caribe indica que en la Región,
igual que en la mayoía de los países en desarrollo.
las inversiones en el patrimonio inmobiliario infor­
mal son la más poderosa y tal vez la única fuente
de ahorro de la gran mayoría de la población pobre.

Enfrentar los desafíos planteados por esa situa­
ción, con el fin de mejorar la calidad de vida en
los asentamientos humanos de la Región, depende

de la revisión que cada país haga de sus políticas
macroeconómicas y sociales en función de los
impactos indeseables sobre las ciudades y sus ha­
bitantes.

El mundo atraviesa por un proceso de globaliza­
cíón, con la generación de nuevas alianzas y blo­
ques económicos; y la renovación de las instancias
políticas en el ámbito mundial y regional, igual que
al nivel de la cooperación internacional. América
Latina y el Caribe sufren los efectos de estos cam­
bios globales, a la par de sus procesos de transi­
ción demográfica, económica y política.

La Región busca insertarse positivamente en el
proceso de globalización. Pero debe cuidarse, al
mismo tiempo, que no se acentúen los problemas
de marginalización económica, de exclusión social
y de pérdida de identidad cultural. La transición
a un nuevo siglo debe brindar a todos los países
oportunidades para construir. a partir de las ense­
ñanzas del pasado, un mejor futuro para todos.

El siglo XXI estará enmarcado en todo el mundo,
y en particular en la Región, por el protagonismo
de las ciudades. El desarrollo social, económico y
ambientalmente sostenible para toda la humani­
dad dependerá cada vez más del papel protagónico
que las ciudades puedan asumir como centros de
producción de riqueza, cultura y bienestar social.

La Comisión Latinoamericana y del Caribe sobre
los Asentamientos Humanos comparte, como prin­
cipio, la visión positiva que la Agenda Hábitat
ofrece sobre las ciudades. Desarrollar sus poten­
cialidades permitirá que, en el próximo siglo, hom-
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bres y mujeres tengan vivienda, empleos producti­
vos, un ambiente de vida saludable y seguro, con
pleno acceso a los servicios sociales y urbanos bá­
sicos.

Los países de América Latina y del Caribe, que han
aceptado el reto de la convocatoria de Hábitat 11
para una acción global y local que restablezca los
niveles de gobernabilidad y de calidad de vida ur­
bana' deberán movilizar sus recursos propios -eco­
nómicos, técnicos y humanos- y fomentar una ges­
tión urbana más eficiente, eficaz y responsable.

Revertir las tendencias negativas de deterioro de
la calidad de vida urbana y reforzar las perspec­
tivas de mejor manejo de los problemas del hábitat
dependerá de propuestas concretas que se traduz­
can en acciones -a nivel global, regional, nacional
y local- a ser implementadas con el apoyo indis­
pensable de la sociedad civil en cada país.

Enfrentando los desafws urbanos:
cómo hacer

Teniendo en cuenta los desafíos urbanos que los
países de América Latina y el Caribe necesitan en­
frentar con urgencia, deberán adoptar estrategias
propias para generar, hasta el final del siglo, cam­
bios concretos -mensurables y visibles- en la cali­
dad de la vida urbana de la región. Sin embargo,
aún las estrategias más amplias y audaces se im­
plementan paso a paso. Frente a la urgente necesi­
dad de dar respuestas concretas a la población, se
requiere la osadía para en el corto plazo, poner en
marcha los primeros pasos hacia un futuro mejor
para las ciudades.
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A continuación la Comisión destaca un conjunto
de propuestas y principios, encaminados a ampliar
la gobernabilidad de las ciudades, a mejorar la ac­
cesibilidad de los pobres a los beneficios de la
urbanización y aumentar la capacidad de ahorro
e inversión urbana, como estrategias para superar
los mayores obstáculos al desarrollo sostenible de
los asentamientos humanos. Estas se ofrecen a tí­
tulo de alternativas para hacer frente a los proble­
mas de las ciudades latinoamericanas y del Car­
ibe. Cabe señalar que todas las propuestas se ba­
san en experiencias concretas y exitosas ya imple­
mentadas con éxito en la región.

A. La ciudad para todos: expresión concreta
del derecho a la ciudad.

El derecho a la ciudad se enuncia como el derecho
de todos los ciudadanos -hombres y mujeres- a vi­
vir en ciudades seguras, sanas, democráticas, pro­
ductivas y sostenibles, según las opciones y posi­
bilidades de cada uno, sin restricciones ni discri­
minaciones de género, nacionalidad, raza, lengua,
creencia o condición económica.

Este concepto amplía e involucra el derecho de ac­
ceso a la vivienda, incluyendo además del acceso
al suelo y a la infraestructura, el acceso a los servi­
cios sociales, bienes ambientales y culturales,
oportunidades de empleo productivo y de for­
mación educativa.

La violencia de la vida urbana contemporánea que
agobia a todos los Ciudadanos por igual, en Amé­
rica Latina y el Caribe. puede alterarse sustan­
cialmente a través de una política de humanización

CIUD~DI 35
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de las ciudades. Humanizar la ciudad es más que
introducir servicios, infraestructura y equipamien­
tos. Es abrir espacios para la convivencia y el pleno
ejercicio de la libertad de sus pobladores y asegu­
rar que estos se apropien de la ciudad, la imagi­
nen, la vivan. la disfruten y la transformen.

El concepto de ciudadanía, resultante de esa visión
humanística, se construiría haciendo efectivos los

---

derechos y obligaciones de los habitantes de la ciu­
dad y haciendo posible el ejercicio consciente de
sus responsabilidades. Los avances de la demo­
cracia partícípatíva en las sociedades modernas
obligan a incorporar en la gestión urbana los pro­
cesos de decisión colectiva. Sin embargo, es el res­
peto a la ciudadanía lo que mejor enmarcara un
gobierno democrático. Ese respeto debería presidir
todos los planes y acciones del gobierno local,
buscándose más que todo asegurar la calidad de
los espacios, equipamientos y servicios urbanos
para todos.

El derecho a la ciudad debe formar parte esencial
de la práctica política y del buen gobierno en la
Región. alcanzándose y formalizándose progresi­
vamente en bases jurídicas y normativas adecua­
das. Respetar, como principio, el pluralismo polí­
tico, social. económico y cultural de nuestras so­
ciedades urbanas y reconocerlo no como obstá­
culos sino como potencial para el desarrollo. per­
mitirá construir la ciudad para todos como ex­
presión concreta del derecho a la ciudad.

S6::rk
e«

B.Una visión estratégica de la ciudad:
revertir la perspectiva de caos Urbano.

Es de máxima importancia superar la visión trá­
gica de las Ciudades que frecuentemente conduce
a una forma de parálisis frente a la complejidad
de los problemas. La experiencia acumulada en la
Región presenta ejemplos de lo que debe hacerse
para enfrentar los desafíos urbanos con éxito.
confirmando que es posible encontrar soluciones
innovadoras para vencer los obstáculos. Más que
un problema de escasez de recursos o de escala
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de los problemas a enfrentarse, la dificultad está en
revertir la perspectiva de caos urbano, sustituyén­
dola por una visión estratégica para cada ciudad.

La visión estratégica, fundamentada en un com­
promiso de cambio y acción, es indispensable para
aprovechar las potencialidades de la urbanización
y explotar las ventajas competitivas de la ciudad.
Trabajar con una visión estratégica de la ciudad
es un reto que se extiende a las autoridades loca­
les en este final de siglo, cuando las ciudades son
llamadas a asumir un papel protagónico en el pro­
ceso de desarrollo económico y social, tanto a nivel
local como nacional e internacional.

Transformar la ciudad, según la visión de su fu­
turo, requiere buscar el equilibrio en la definición
de prioridades, entre necesidades y potencialida­
des, combinando con realismo lo deseable y lo
posible. Si la misión estratégica resulta de un es­
fuerzo colectivo de todos los actores sociales,
ideando la ciudad deseada, el sentido de perte­
nencia y corresponsabilidad fortalecerá el compro­
miso de la sociedad civil con el éxito de las trans­
formaciones operadas bajo el liderazgo del gobierno
local.

Los métodos de planificación estratégica están di­
fundiéndose en las ciudades de la Región, comple­
mentando los métodos tradicionales de planifi­
cación urbana a través de planos reguladores de
uso del suelo. Basada en un proceso de consulta
y compromiso de los principales segmentos de la
sociedad civil -íncluyendo el sector empresarial,
grupos gremiales, asociaciones de barrios, etc.- La
planificación estratégica permite manejar con ma-
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yor eficacia el concepto de la Ciudad como un sis­
tema complejo, abierto y dinámico, que interactúa
en un mundo en constante transformación.

C. Corresponsabilidad: un nuevo enfoque de
participación ciudadana

Para lograr nuestras dos metas anteriores -una
ciudad para todos y una visión estratégica del de­
sarrollo- hace falta un ingrediente más: el pacto
de corresponsabilidad. Lacorresponsabilidad es un
nuevo enfoque de participación ciudadana, en tan­
to que respeta por igual la importancia, la capa­
cidad y las habilidades diferenciadas de cada una
de las partes interesadas en la búsqueda de solu­
ciones para un problema común, correspondiendo
a cada una asumir, con conciencia y empeño, su
parcela de responsabilidad para que se efectúe con
éxito el proyecto colectivo.

La corresponsabilidad consciente, en un marco de
democracia partícípatíva, es la clave para ampliar
la gobernabilidad de las ciudades. Pero la corres­
ponsabilidad impone una aproximación diferente
a la gobernabilidad: además del ejercicio de sus
tradicionales funciones de gobierno, se requiere del
Estado innovación y creatividad para fomentar,
facilitar y potenciar las interacciones entre los di­
versos actores urbanos.

La experiencia enseña la importancia de definir
correctamente, caso por caso, la ecuación de co­
rresponsabilidad, como condición indispensable
para el éxito de las intervenciones públicas que
operan mediante alianzas entre el Estado y la so­
ciedad civil. La conjugación de los intereses de ca-
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da agente, grupo o sector social necesita ser pon­
derada con los criterios de eficiencia, eficacia y
transparencia recomendables en cada situación. La
ecuación de corresponsabilidad define el modelo de
articulación y concertación institucional que, for­
malizado, permitirá a cada una de las partes inte­
resadas ejercer sus tareas en función de sus inte­
reses y competencias específicas -planífícacíón, re­
gulación, fomento. producción, operación, consu­
mo o control social- en la implementación de un
proyecto común.

En suma, la corresponsabilidad como práctica de
la ciudadanía fortalece la gestión democrática de
la ciudad y contribuye a que el compromiso con
el desarrollo urbano sea una causa compartida.

D. Poder Local: el protagonismo de la socie­
dad civil en alianza con los gobiernos locales.

Los procesos de democratización y de descentra­
lización, fortalecidos en la Región durante la última
década como consecuencia de la crisis de gober­
nabilidad de los gobiernos centrales, se reflejaron
en el surgimiento de un poder local, constituido
por nuevas alianzas entre los gobiernos locales y
la sociedad civil.

Esa progresiva construcción del poder local corres­
ponde además al creciente protagonismo político
y económico de las ciudades en los escenarios
nacionales e internacionales. Las ciudades buscan
aprovechar sus potencialidades y ventajas como
parativas para atraer los capitales productivos ne­
cesarios para dinamizar la economía urbana, gene­
rar empleos y proveer bienestar social. Las alianzas

entre la sociedad civil y los gobiernos locales en
busca de intereses comunes se han fortalecido pa­
ra hacer frente a la gran competencia por inversio­
nes en infraestructura económica y social, que se
ha visto acentuada por la gIobalización de la eco­
nomía. De esta manera se generan las bases de
legitimidad del poder local, fenómeno que viene
multiplicándose en todo el mundo.

El fortalecimiento del poder local, como motor del
progreso social y económico de la Ciudad y su re­
gión, es hoy una estrategia que propicia la movili­
zación de los nuevos recursos -fínancíeros y tecno­
lógicos- necesarios para el desarrollo. Son múl­
tiples los casos exitosos que a este respecto se pre­
sentan en las ciudades latinoamericanas.

Sin embargo, este fenómeno sólo puede prosperar
si se consolida la democratización y la descen­
tralización del Estado. La reforma política en Amé­
rica Latina debe mantener el énfasis en el forta­
lecimiento del proceso de descentralización, no sólo
como una creciente transferencia de responsa­
bilidades sino, también de recursos y autonomía
de decisión hacia los niveles locales.

Los gobiernos locales están demostrando su capa­
cidad política e institucional para encontrar solu­
ciones creativas e innovadoras, de menor costo so­
cial y económico, a los problemas de la urbani­
zación.

Es allí, al nivel local, donde se pueden encontrar
las mejores soluciones, las más sencillas y efec­
tivas, a aquellos problemas que, de otra forma,
tienden a transformarse en complejos problemas
nacionales.
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Sin embargo, la democratización y la creciente par­
ticipación de los actores sociales en todos los as­
pectos de la vida urbana requieren un proceso de
descentralización desde el Estado hacia la sociedad
civil. La experiencia de la Región permite concluir
que las coaliciones locales -entre el sector público,
el sector privado empresarial y las organizaciones
comunitarias- son el mejor instrumento para pro­
mover el desarrollo local con equidad y bienestar
social.

E. Mejorando el acceso de los pobres a los
benefICios de la urbanización.

La pobreza urbana se reducirá en la medida en que
el Estado y la sociedad civil aumenten las oportu­
nidades de los pobres para acceder a los beneficios
de la urbanización. El acceso a la infraestructura
fisica, social y económica urbana puede resolver
gran parte de los problemas que afectan a los po­
bres. Asimismo, mejorar ese acceso es condición
indiscutible para ampliar la gobernabilidad en las
ciudades de la región y promover la sostenibilidad
de su desarrollo. Los barrios populares equipados
con infraestructura básica de saneamiento y ser­
vicios públicos, las viviendas con condiciones míni­
mas de habitabilidad y seguridad, el acceso a los
servicios públicos de salud y educación, un trans­
porte colectivo seguro, confortable y de bajo precio,
constituyen elementos que contribuyen a saldar la
deuda acumulada por la ciudad con su población
pobre, y a propiciar un ambiente más sano, seguro
y productivo para todos.

Sin embargo, la lucha contra la pobreza urbana re­
quiere mayor eficacia en las acciones emprendidas.
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Crear condiciones favorables y facilitadoras para
que los pobres puedan coparticipar activamente en
la búsqueda de soluciones a sus propios proble­
mas, no sólo contribuirá a valorizar su experiencia
de vida, sino también propiciara una mayor efica­
cia de las inversiones sociales.

Los gobiernos locales y las organizaciones no gu­
bernamentales y comunitarias de la Región han
acumulado una amplia y diversificada experiencia
de buenas prácticas en la provisión de servicios pa­
ra los pobres. La multiplicación de estas expe­
riencias podrá estimularse siempre y cuando exis­
tan los instrumentos adecuados de orden jurídico,
financiero, administrativo y de fomento que per­
mitan el mejor aprovechamiento de la capacidad
de organización y de movilización de múltiples
recursos por parte de las organizaciones populares
para gestionar y construir su propio hábitat.

La mayoría de las familias pobres de los países de
América Latina y el Caribe participan directamente
en la producción de su hábitat. Los sectores pobres
han establecido una producción social de vivienda
e infraestructura que se diferencia claramente de
las modalidades tradicionales.

Los resultados alcanzados mediante esas formas
autogestionarias de producción confirman que to­
das las distintas formas -públícas, empresariales
o comunitarias- de producción del hábitat son
igualmente válidas y que, por lo tanto, deben ser
promovidas. Las políticas pceblicas de provisión de
viviendas y servicios deben estimular, por consi­
guiente, la pluralidad de opciones y facilitar que
cada ciudadano, ya sea productor o consumidor,
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tenga la posibilidad de escoger la solución que
mejor corresponda a sus intereses y capacidad real
de pago.

Por consiguiente, es responsabilidad del Estado to­
mar medidas concretas para: (al ampliar la oferta
efectiva de tierras legales, accesibles y de bajo pre­
cio para las familias pobres; (bl eliminar los obs­
táculos jurídicos y administrativos que frenan o li­
mitan la producción social del hábitat; (e) crear los
instrumentos de carácter jurídico, financiero, ad­
ministrativo y de fomento adecuados para apoyar
las iniciativas populares, mejorando su calidad,
productividad y competitividad.

Para ampliar la producción social del hábitat se
requiere que se desarrollen y operen sistemas fi­
nancieros que reconozcan a las organizaciones po­
pulares como sujetos de crédito. Esto implica crear
procedimientos específicos para la adjudicación y
gestión de financiamientos y subsidios, y el otor­
gamiento de garantías, así como mecanismos ade­
cuados de apropiación y recuperación de costos.

Es asimismo necesario establecer reglas de finan­
ciamiento claras, que reconozcan las caracte­
rísticas de los sectores populares, en especial de
los más vulnerables, en lo referente a la modalidad
de ingresos, la capacidad real de ahorro y de pago
y las condiciones de los sectores más vulnerables,
y, en particular, el papel de la mujer en la compo­
sición y la economía familiar.

La experiencia habitacional de la región demuestra
que es indispensable aportar subsidios iniciales a
fin de ampliar la oferta de viviendas para los po-
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bres. Sin embargo, esa misma experiencia demues­
tra la necesidad de que los subsidios sean trans­
parentes, mejor focalizados y cuenten con fuentes
de sustentabilidad financiera, sin perjuicio de la
solvencia de los sistemas de créditos o de los equi­
librios macroeconómicos del país.

F. Mantener los equilibrios macroeconó­
micos: condición para combatir la pobreza en
una perspectiva de largo plazo.

La posibilidad de contar con buenas condiciones
de vida urbana para la mayoría de la población se
relaciona directamente con los equilibrios macro­
económicos de los países, la solidez de sus finan­
zas, la existencia de leyes y normas claras, y la
apropiada y transparente asignación de los recur­
sos. Sin equilibrios macroeconómicos es imposible
combatir la pobreza en una perspectiva de largo
plazo.

Para responder adecuadamente a la demanda de
viviendas y de servicios en general, y en especial
la provisión de vivienda para las clases más nece­
sitadas, los pa'ses requieren recursos económicos
en cantidades que exceden la capacidad del finan­
ciamiento público.

El crecimiento de los países se logra con la adecua­
da creación de incentivos a la producción y a la
inversión, y ésta sólo se consigue con ahorro. El
ahorro, a su vez, sólo es posible cuando el sistema
económico inspira confianza a los ahorristas. Es
obligación de cada gobierno crear los equilibrios
macroeconómícos que posibiliten la existencia del
círculo virtuoso ahorro-inversión.
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Sólo la creación de riqueza permite el aumento
sustentable del número de empleos y de los ingre­
sos de los ciudadanos. Asimismo, es fundamental
que los planes económicos incluyan mecanismos
efectivos para aumentar los ingresos de los pobres.

G. El correcto aprovechamiento del ahorro
interno para resolver los problemas del
hábitat: el caso de los fondos previsionales.

Como las necesidades de recursos para financiar
los asentamientos humanos es muy cuantiosa,
resulta fundamental encontrar fuentes de financia-
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ción a través del ahorro público o privado. Los aho­
rros más seguros y permanentes son los ahorros
internos de cada país, ya que el ahorro externo,
que también es necesario, sólo permanece en tanto
no encuentre condiciones más favorables en otra
parte.

El ahorro del sector privado sólo existirá a medida
que este importante sector de la economía tenga
confianza en el sistema económico y para ello, este
deberá garantizar que los ahorros no se desvalo­
ricen por los efectos de la inflación, que tengan
acceso a las tasas de interés de mercado y que
sean restituidos en los plazos convenidos.

Una fuente importante de ahorro siguen siendo los
fondos previsionales (fondos de pensiones), cuya
acumulación es obligatoria, y los cuales se orien­
tan hacia las inversiones de largo plazo. Para que
cuenten con la confianza ciudadana, tales fondos
deben expresarse en cuentas claras y nominativas
que reflejen individual y permanentemente la si­
tuación de cada ahorrista. Ahora bien, se requiere
llevar a cabo programas de reformas a fin de avan­
zar hacia la capitalización individual y establecer
normas claras para la inversión de los recursos.

Dichas normas deben ser estrictas, bien reguladas
y supervisadas. 10 mismo debe aplicarse a los mer­
cados de capitales en general, de modo que los re­
cursos invertidos están respaldados por una le­
gislación estricta y adecuada. En la legislación es
indispensable la existencia de normas especiales
que garanticen los créditos hipotecarios y, en par­
ticular, aquellas relativas al cumplimiento de las
garantías.
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H. La formalización de los bienes inmue·
bIes y de otros activos de los pobres: libe­
rando su potencialidad económica.

Para el aprovechamiento de la expresiva capacidad
de ahorro de los pobres, reflejada en la autopro­
ducción de su hábitat, se requiere aumentar el va­
lor de sus activos, constituidos principalmente por
sus viviendas, lugares de trabajo, empresas y he­
rramientas, convirtiéndolos en activos transables.

los derechos de propiedad de las viviendas infor­
males deben formalizarse para que los ahorros re­
presentados por estas inversiones contribuyan al
crecimiento económico. Lo que significa transfor­
marlos de activos latentes o ilíquidos en capitales
activos o líquidos.

Para ello, es necesario revisar las normas legales
que prevalecen en la mayoría de los países de la
Región. En general. los sistemas para titular y re­
gistrar bienes raíces e inmuebles no son aptos para
procesar la mayor parte de los activos informales
de los pobres. Además, dichos sistemas tradicio­
nales no han permitido la titularización de esos
activos de manera que puedan ser transables den­
tro de su mercado nacional y, menos aún, dentro
de una economía global.

10 crucial es promover las reformas necesarias pa­
ra formalizar todos los procedimientos -de identi­
ficación, regularización, registro y titulación- de
manera que faciliten la incorporación de los activos
de la mayoría de la población pobre a la economía
urbana, dentro de un marco legal y financiero no­
discriminatorio. En consecuencia, resultará posible
identificar las propiedades y representarlas me-

diante instrumentos transables de aceptación uni­
versal, liberando así su potencial económico.

De esa manera podrán producir la seguridad nece­
saria y su apreciación económica por parte de los
pobres, propiciándoles por otra parte mejor acce­
síbílídad al crédito y a los mercados.

Una formalización eficiente de la propiedad deberá
incorporar mecanismos que permitan ampliar los
activos como garantía real para obtener créditos.
Para atraer más recursos financieros hacia el sec­
tor popular. es necesario que se cuente con meca­
nismos eficientes de cobranza de deudas, la provi­
sión de información sobre el crédito y la intro­
ducción de nuevos medios de reducción del riesgo.
De este modo, los préstamos garantizados por las
propiedades formalizadas se podrán organizar y
acumular para transarse en el mercado secun­
dario. Estos mecanismos ayudarán a los poten­
ciales proveedores de crédito a atraer capital adi­
cional, asegurando la disponibilidad de fondos su­
ficientes para canalizar el crédito a la mayoría de
los sectores más pobres de la población.

La formalización de la propiedad deberá insertar
a esta última dentro de un esquema comercial que
permita a los inversionistas públicos y privados
proveer de servicios urbanos a la población de me­
nores ingresos. El sistema de formalización deberá
reducir los riesgos percibidos por los inversio­
nistas, eliminando el anonimato en que la infor­
malidad encubre a los más pobres, vinculándolos
con sus activos y, en consecuencia, otorgándoles
identidad propia dentro de un régimen de derechos
y responsabilidades que permita a proveedores y
usuarios de servicios públicos relacionarse produc­
tívamente.
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1. Tender puentes entre la economía formal
y la informal: como fortalecer la producción
de los sectores populares.

La experiencia de América Latina y el Caribe de­
muestra el gran potencial de los sectores populares
para interactuar dinámicamente en la producción
e intercambio de bienes y servicios, así como para
decidir libremente sobre la inversión de sus exce­
dentes económicos.

La legitimación de las formas de economía popu­
lar puede activar la dinámica urbana y los merca­
dos, generando empleos e ingresos para los que
están excluidos de las actividades de la economía
formal. La capacidad y la potencialidad de la eco­
nomía para absorber una parte importante de los
desempleados recientes, y la perspectiva de agudi­
zación del problema de desempleo urbano están
cambiando las políticas de las autoridades locales
en relación con las actividades económicas de los
sectores populares.

Resulta indispensable, por consiguiente, identificar
los aportes de esa producción popular a la econo­
mía urbana y diseñar políticas que estimulen el po­
tencial de los pobres, respetando su propia lógica
productiva. Facilitar el acceso de los pobres al cré­
dito productivo suele dinamizar rápidamente sus
actividades productivas. Políticas públicas que
apoyen la creación de nuevas empresas y la forma­
lización de aquellas que operan en el sector infor­
mal, podrán resultar ediles para dinamizar la eco­
nomía urbana, mejorar la situación de empleo e
incluso aumentar la recaudación tributaria.

Apoyar la economía popular también demanda de
las autoridades locales normas urbanísticas y tri-

butarías que, en vez de restringir, estimulen el pa­
trón de ocupación del suelo en los asentamientos
populares, donde conviven las funciones residen­
ciales y productivas. Asimismo, la financiación
para construcción o adecuación de espacios des­
tinados a la realización de actividades productivas,
individuales o colectivas, en las viviendas y en las
urbanizaciones populares facilitará que la pobla­
ción pobre tenga condiciones adecuadas para el
ejercicio de sus oficios, preservándose y fomentán­
dose así la producción popular.

El gran desafio consiste en atraer la demanda ha­
cia la producción popular o aproximar a los pro­
ductores populares a los mercados urbanos. Es ahí
donde se requiere la creatividad de los gobiernos
locales, como lo demuestran experiencias exitosas
de varias ciudades de la región. Actuar como agen­
tes de fomento es uno de los nuevos desafios de
los gobiernos locales en el marco de la coyuntura
económica y social.

Sin embargo, para insertar a los pobres en la eco­
nomía urbana se requiere mejorar también su ac­
cesibilidad a la educación de calidad, puesto que
éste es uno de los aspectos que más contribuye a
acentuar la discriminación económica y social en
la región. El acceso a la educación es fundamen­
tal para ampliar las posibilidades de capacitación
de los pobres, sus oportunidades de empleo y de
participación en actividades productivas urbanas.
La nueva tecnología de información y diseminación
de conocimientos permite hoy en día un cambio
estratégico en los procesos educacionales a un cos­
to relativamente bajo. Por ello el desafio es encono
trar formas eficientes y eficaces de llevar también
los beneficios de la revolución tecnológica a los po­
bres, ampliando y democratizando el acceso cons-
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dente a la información que estos necesitan para
insertarse mejor en la economía urbana.

COMENTARIO FINAL

Desde la perspectiva de la sociedad civil, la Comi­
sión Latinoamericana y del Caribe sobre los Asen­
tamientos Humanos llega a la Cumbre de Las Ciu­
dades con plena conciencia de la dimensión adqui­
rida por la problemática urbana en la región, pero
a la vez con plena convicción de las posibilidades
de cambiar de rumbo y acceder al próximo milenio
con mejores condiciones de vida para la mayoría
de la población, en ciudades más seguras, sanas,
justas, productivas y sostenibles.

La gobernabilidad urbana deberá ampliarse en la
región en la medida que nuevos espacios institu­
cionales' generados por la consolidación de la de­
mocracia y de la creciente descentralización, per­
mitan el ejercicio de una corresponsabilidad cons­
ciente y el fortalecimiento del poder local. La visión
estratégica de la ciudad deberá contribuir a poten­
ciar el uso de sus recursos naturales, económicos,
humanos y culturales, y asimismo deberá permitir
respuestas rápidas a las necesidades más urgentes
de la población.

La capacidad de ahorro e inversión para la finan­
ciación urbana deberá aumentarse en la medida
en que la estabilidad económica, la austeridad fis­
cal y la solidez de las finanzas públicas rescaten
la confianza de los ahorristas e inversionistas. Sin
embargo, la gran condición para alcanzar niveles
ampliados de calidad de vida es la superación de
la pobreza urbana. La lucha contra la pobreza debe
ser cotidiana y no debe prescindir de los aportes

de ninguna instancia o sector del Estado ni de la
sociedad civil, orientados a mejorar la accesibilidad
de los pobres a los beneficios de la urbanización.
Mientras las políticas urbanas no sean prioritarias
en las agendas políticas de los países de la región,
las ciudades seguirán dependiendo de sus propios
esfuerzos y recursos, insuficientes en la mayoría
de los casos, para superar problemas económicos,
sociales, ambientales y territoriales generados mu­
chas veces en otras instancias políticas e institu­
cionales. Restaurar la institucionalidad urbana en
la región es tarea de máxima importancia para en­
caminar los cambios económicos y sociales que
requieren las ciudades.

Tomando en consideración el importante esfuerzo
de inversión que demandan los asentamientos hu­
manos de la región, resulta urgente e inaplazable
que los países desarrollados y los organismos mulo
tilaterales y bilaterales de cooperación internacio­
nal, revisen sus políticas y prácticas a fin de ha­
cerlas concurrentes con los compromisos asumidos
por los países. Sobre el particular, la cooperación
internacional debe jugar un papel de primera im­
portancia y asumir la responsabilidad que le co­
rresponde con el futuro de las ciudades latino­
americanas y del Caribe.

La Comisión Latinoamericana y del Caribe sobre
los Asentamientos Humanos reafirma, en el ámbito
de la Conferencia Hábitat 11. su objetivo de
propiciar un compromiso colectivo por parte de la
sociedad civil y los Estados en la construcción de
la ciudad para todos. expresión concreta del
derecho a la ciudad.
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